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DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ Vulneración al no agotar los medios necesarios para efectuar la notificación personal de actos administrativos

“En ese orden, Efigas S.A., tenía el deber de tratar de asegurarse de que la parte accionante se enterara efectivamente de las actuaciones seguidas en su contra, sin embargo, a pesar de contar con los medios para la obtención de la información, distinta  a la dirección, sobre la empresa Incalum, esto es correo electrónico y número telefónico y hasta página de internet, las cuales están consignadas en el registro mercantil de esa empresa (fl.17), no lo hizo y se limitó a enviar la citación por correo a pesar de ser consciente de que las mismas no eran entregadas por la empresa de correos en las instalaciones de la encartada, por hallarse ubicada en una zona semirural, a donde es de público conocimiento, los empleados de las empresas de correos no van.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias C-1189 de 2005 y T-404 de 2014.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Representante Legal de INCALUM S.A.S., entidad accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido el 1º de Junio de 2016, mediante el cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira denegó por improcedente la acción de tutela invocada. 
ANTECEDENTES:

María Fernanda Hernández Medina representando legalmente a –INCALUM S.A.S- interpone acción de tutela en contra de EFIGAS S.A E.S.P. y la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS por la vulneración al debido proceso y el derecho a la defensa, toda vez que, dice la libelista, en virtud del contrato para la prestación del servicio público de gas domiciliario suscrito entre la empresa que ella representa y Gases de Risaralda S.A. E.S.P., en el año 2009 se instaló en la planta física de Incalum toda la red necesaria para la prestación de ese servicio público, lo cual se venía haciendo hasta el día 13 de junio de 2016, fecha en la cual se presentaron en sus instalaciones funcionarios de Efigas S.A. E.S.P., actual prestador del servicio, a realizar la suspensión del mismo desde la acometida bajo el argumento de la existencia de una resolución que dispuso la terminación del contrato suscrito entre las partes, y además le hizo entrega de una factura por valor de $2.404.748.836.
Asegura la libelista, que ni ella como representante legal de INCALUM S.A.S., ni ninguna otra persona de esa empresa tenía conocimiento de procedimiento administrativo alguno seguido por Efigas S.A. E.S.P. en su contra. Además de que con anterioridad a esa fecha ya se había cancelado la factura de gas natural por valor de $420.697, por tanto, a su modo de ver, la nueva factura entregada es una manifestación de abuso de la posición dominante de la prestadora del servicio de gas domiciliario, puesto que en ella se le están cobrando una serie de valores sin la indicación clara y precisa de dónde o a qué corresponden esas cifras. 
De acuerdo a lo narrado, la accionante solicita que se protejan sus derechos fundamentales y en consecuencia se ordene, entre otras cosas, a Efigas S.A. E.S.P. proceder a reestablecer en forma definitiva la prestación del servicio a la empresa Incalum S.A.S., además de que se le ordene no realizar el cobro ilegal de $2.208.212.283 por concepto de un presunto consumo dejado de facturar y de $196.530.893 por contribución del 8.9% que se fijó en proporción al presunto consumó. También solicita, que se ordene la nulidad de toda la actuación administrativa que se haya adelantada por efigas en su contra disponiendo además su archivo; lo anterior aunado a otras peticiones contenidas a folio 5 del cuaderno de tutela. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
El día 17 de Junio de 2016 el Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento emitió auto admisorio de la tutela relacionada en el párrafo anterior, decretó la medida provisional disponiendo que la entidad accionada le  reconectara el servicio público de gas natural de manera inmediata a la empresa accionante, mientras se definía la actuación administrativa y se resolvía la acción de tutela.
El 24 de Junio de 2016 Sebastián Vega Bojanini actuando en representación de EFIGAS manifestó que  la terminación del contrato es el resultado del incumplimiento del mismo, por cuanto se verificó una manipulación no autorizada de las redes y acometidas de gas natural que impedía el registro del consumo real en el medidor instalado, enfatizó en que la terminación no fue por mora en el pago. 
Se menciona igualmente en la contestación de tutela, que el 13 de Julio de 2015 INCALUM recibió la citación para notificación personal del pliego de cargos No. 321709 del 9 de Julio de 2015 pero nadie se hizo presente, el 23 de Julio de 2015 se remitió por correo certificado el mismo pliego de cargos pero fue devuelto por el operador postal al no reclamarse. Finalmente se expidió resolución 001 del 26 de Enero de 2016 en la que se concluyó que el usuario había incumplido gravemente las condiciones uniformes del contrato y como consecuencia de ello se dio por terminado el contrato, se emitió notificación de la mencionada resolución el 1 Febrero de 2016 pero nadie se hizo presente y el 14 Marzo de 2016 se remitió por correo certificado sin que fuera reclamada. Por ello consideró que no existió la vulneración a los derechos reclamados ya que la entidad si tuvo conocimiento de la actuación administrativa que se llevaba en su contra.

Teniendo en cuenta todo lo dicho por las partes intervinientes dentro del presente asunto, mediante sentencia del 1º de Julio de 2016, el Juez Primero Penal del Circuito local decidió denegar por improcedente la acción de tutela presentada por la representante legal de INCALUM S.A.S., en virtud de que no se cumplen las condiciones para la excepcional procedibilidad de la acción constitucional en contra de los actos administrativos. En la providencia se manifestó que INCALUM cuenta con otros medios para lograr controvertir los actos de EFIGAZ, evidenciándose así la improcedencia de la herramienta constitucional por no encontrarse cumplidos los requisitos exigidos para su excepcional procedibilidad.
Finalmente el Juez de conocimiento expuso que la entidad accionada tenía conocimiento de la situación que se adelantaba en su contra, desde la visita técnica para revisar las conexiones hasta las notificaciones efectuadas, se manifestó que los directos interesados de la entidad accionada decidieron ignorar la situación y dejaron en abandono los términos para ejercer su derecho a la defensa, tras la anterior negativa pretendieron mediante una acción de tutela hacerle frente a un acto administrativo en firme.
IMPUGNACIÓN

La representante legal de INCALUM S.A.S. allegó escrito impugnando la decisión de primera instancia, solicitando se revoque la misma y se decreten las pretensiones de la acción de tutela instaurada contra EFIGAS, toda vez que no recibieron citación para notificar por aviso, por cuanto esta fue enviada a través de la guía YG091426440CO por el operador 4/72 y se produjo la devolución, en vez de notificar al lugar en que siempre les han hecho llegar las facturas de servicio público desde 2009 o al correo electrónico que aparece en el certificado de existencia y representación de INCAULM (Fl. 131).
En el mencionado escrito la parte actora señaló que la resolución 001 del 26 de Enero de 2016 en la cual EFIGAS concluyó el incumplimiento al contrato, fue notificada de forma personal el 1 de Febrero de 2016 por el operador 4/72 y produciéndose nuevamente la devolución de la notificación. De igual manera la notificación del pliego de cargos se debió enviar el 9 de Febrero de 2016 pero fue enviada el 14 de Marzo del mismo año por el operador 4/72, produciéndose nuevamente la devolución, además de estarse excediendo el término establecido en el Art. 69 de la Ley 1437 de 2011 (Fl. 141 y 142).
La parte accionante relacionó situaciones referentes a la alteración de una factura de servicio público, la cual cuenta con fecha límite de pago del 9 de Junio de 2016 y con periodo de facturación del 23 de Mayo al 22 de Junio de 2016 por valor de $420.976, pero el día 13 de Junio de 2016 EFIGAS entregó otra factura con igual periodo de facturación, número consecutivo y fecha límite de pago por valor de $2.404.746.836, sobre la que mencionan ha sido alterada y no contiene la totalidad de los requisitos exigidos por la ley. 
Finalmente se señala la alteración de una citación de notificación personal emitida por la entidad accionada, pero es de aclarar que esto no fue relacionado en el escrito de acción de tutela.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar sí Efigas S.A. E.S.P., vulneró el derecho fundamental al debido proceso de la empresa Incalum S.A.S., por la indebida notificación de la decisión del proceso sancionatorio seguido en su contra por medio del cual determinó dar por terminado de manera unilateral el contrato de prestación del servicio de gas domiciliario entre las partes, para de esa manera proceder a efectuar el cobro de las sumas de dinero adeudas y al corte definitivo del servicio. 
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 

Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados.
En ese orden de ideas y teniendo en cuenta que cuando se trata de actos administrativos se tiene que ellos son de dos clases, unos generales, impersonales y abstractos, y otros de carácter particular. Los primeros versan sobre una pluralidad indeterminada de personas que se encuentran inmiscuidas en la situación allí descrita, por ende su notificación o difusión se da usando medios masivos de comunicación que permitan a todas esas personas o por lo menos a la mayoría de ellas, darse por enteradas de la situación que tal acto está creando, modificando o extinguiendo y que les afecta. Por su parte, los segundos tipos de actos, generan o extinguen situaciones y crean efectos individuales, esto es, afectan a una persona o a un grupo limitado y determinado de personas. 
De allí, que el legislador estipulara formas claras y precisas para notificar a las personas los diferentes actos administrativos, dejando claro que la notificación de los de carácter particular tiene unas ritualidades y formalidades que deben ser observadas en todos los casos, a fin de no incurrir en desconocimiento de los principios de publicidad, celeridad y eficacia de la actuación administrativa, al tiempo que propugna por los derechos al debido proceso, contradicción y defensa de los administrados.
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional:

“Adquiere especial relevancia resaltar que, no solo debe surtirse el trámite propio de la notificación, sino también que la misma debe realizarse en debida forma y de acuerdo a las formalidades expresamente instituidas por el legislador para ello. En ese sentido, la jurisprudencia constitucional ha explicado que el debido y oportuno conocimiento de las actuaciones de la administración es un principio rector del derecho administrativo, en virtud del cual las autoridades están en la obligación de poner en conocimiento de los destinatarios los actos administrativos que profieran.

Esta actividad no puede ser desarrollada de manera discrecional, sino que se trata de un acto reglado en su totalidad[26]. Es así, como cualquier mecanismo procesal que impida ejercer el derecho de defensa, todo aquello que evite, limite o confunda a una persona para ejercer en debida forma sus derechos dentro de un trámite administrativo, atenta contra el ordenamiento superior y las garantías judiciales[27]. 

 

De igual forma, poner en conocimiento los actos administrativos a través de actuaciones como la notificación, es una manifestación del principio de publicidad, el cual incide en la eficacia de las decisiones administrativas al definir la oponibilidad para los interesados y el momento desde el cual es posible controvertirlas[28]. En ese sentido, ha explicado esta corporación:

 

“La jurisprudencia ha considerado que este principio no es una mera formalidad, ya que consiste en dar a conocer, a través de publicaciones, comunicaciones o notificaciones[29], las actuaciones judiciales y administrativas a toda la comunidad, como garantía de transparencia y participación ciudadana, así como a las partes y terceros interesados en un determinado proceso para garantizar sus derechos de contradicción y defensa, a excepción de los casos en los cuales la ley lo prohíba por tratarse de actos sometidos a reserva legal”[30].       

 

Lo anterior significa que si bien la publicidad de los actos administrativos no determina su existencia o validez, sí incide en la eficacia de los mismos, en tanto de ella depende el conocimiento de las partes o terceros interesados de las decisiones de la administración que definen situaciones jurídicas. Así lo dispone el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en el artículo 72[31], donde el legislador prevé que sin el lleno de los requisitos no se tendrá por hecha la notificación, ni producirá efectos la decisión.

 

4.3. En suma, el derecho al debido proceso administrativo ha sido consagrado como la garantía constitucional que tiene toda persona a un proceso justo que se desarrolle con observancia de los requisitos impuestos por el legislador, de tal forma que se garantice la validez de las actuaciones de la administración, la seguridad jurídica y el derecho de defensa de los administrados. Una de las maneras de cumplir con ello, es a través de las notificaciones de los actos administrativos, que pretende poner en conocimiento de las partes o terceros interesados lo decidido por la autoridad, permitiéndole así conocer el preciso momento en que la decisión le es oponible y a partir del cual puede ejercer el derecho de defensa y contradicción.”

Teniendo claro que el tema de la notificación de los actos administrativos es una de las expresiones del derecho al debido proceso, y en el caso bajo análisis el problema jurídico gira en torno a ese tema es necesario revisar de acuerdo a las normas vigentes cómo se deben hacer las mismas. 
Sobre las notificaciones de actos administrativos: 

Como ya se había indicado párrafos arriba, la notificación de los actos administrativos se realiza de manera distinta dependiendo si se trata de actos de carácter general o de particular; por ello la Ley 1437 de 2011 estableció que mientras los primeros deben ser publicados bien sea a través del órgano de publicidad oficial con que cuente la entidad, o usando otros medios de divulgación que aseguren que una gran parte de la comunidad o de los interesados en el tema se van a enterar sobre las decisiones de la administración, los segundos, esto es los actos administrativos de carácter particular, tienen para su notificación una suerte de ritualidades que se deben de observar para que los efectos de los mismos no estén viciados de nulidad. De allí, que los artículos 66 a 73 de la norma en cita consagre: 
Artículo  66. Deber de notificación de los actos administrativos de carácter particular y concreto. Los actos administrativos de carácter particular deberán ser notificados en los términos establecidos en las disposiciones siguientes.

Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.

Artículo  68. Citaciones para notificación personal. Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto, y de dicha diligencia se dejará constancia en el expediente.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días.

Artículo  69. Notificación por aviso. Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días del envío de la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto administrativo. El aviso deberá indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse, los plazos respectivos y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra del acto administrativo, se publicará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al retiro del aviso.

En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la fecha en que por este medio quedará surtida la notificación personal.

Artículo  70. Notificación de los actos de inscripción o registro. Los actos de inscripción realizados por las entidades encargadas de llevar los registros públicos se entenderán notificados el día en que se efectúe la correspondiente anotación. Si el acto de inscripción hubiere sido solicitado por entidad o persona distinta de quien aparezca como titular del derecho, la inscripción deberá comunicarse a dicho titular por cualquier medio idóneo, dentro de los cinco (5) días siguientes a la correspondiente anotación.
Artículo  71. Autorización para recibir la notificación. Cualquier persona que deba notificarse de un acto administrativo podrá autorizar a otra para que se notifique en su nombre, mediante escrito que requerirá presentación personal. El autorizado solo estará facultado para recibir la notificación y, por tanto, cualquier manifestación que haga en relación con el acto administrativo se tendrá, de pleno derecho, por no realizada.

NOTA: El texto subrayado fue derogado por el literal a), art. 626, Ley 1564 de 2012

Lo anterior sin perjuicio del derecho de postulación.

En todo caso, será necesaria la presentación personal del poder cuando se trate de notificación del reconocimiento de un derecho con cargo a recursos públicos, de naturaleza pública o de seguridad social.

Artículo  72. Falta o irregularidad de las notificaciones y notificación por conducta concluyente. Sin el lleno de los anteriores requisitos no se tendrá por hecha la notificación, ni producirá efectos legales la decisión, a menos que la parte interesada revele que conoce el acto, consienta la decisión o interponga los recursos legales.

Artículo  73. Publicidad o notificación a terceros de quienes se desconozca su domicilio. Cuando, a juicio de las autoridades, los actos administrativos de carácter particular afecten en forma directa e inmediata a terceros que no intervinieron en la actuación y de quienes se desconozca su domicilio, ordenarán publicar la parte resolutiva en la página electrónica de la entidad y en un medio masivo de comunicación en el territorio donde sea competente quien expidió las decisiones. En caso de ser conocido su domicilio se procederá a la notificación personal.

Del caso concreto: 

En el presente asunto se tiene que Efigas S.A. E.S.P., después de un proceso administrativo seguido en contra de la empresa denominada Industria Colombiana de Aluminios –INCALUM- S.A., decidió dar por terminado el contrato suscrito entre ellos, procediendo al corte definitivo del servicio, teniendo en cuenta el incumplimiento del mismo por parte del usuario del servicio, a quien en visita técnica de verificación realizada en el 23 de junio de 2015 se le encontró que tenía una acometida directa a la cual se encontraban conectados varios equipos que estaban en funcionamiento. 
Frente a lo anterior, la parte accionante, entre muchas otras supuestas irregularidades que alega, afirma que Efigas S.A. jamás le notificó de manera personal a ella como representante legal de Incalum, las distintas actuaciones realizadas dentro del proceso administrativo seguida en su contra, razón por la cual jamás pudo ejercer su derecho de contradicción y defensa, dándose por enterada de la terminación del contrato y de la suma que debía pagar, según los cálculos realizados por Efigas por lo dejado de facturar con la acometida ilegal, el día en que una funcionaria de esa entidad se presentó en las instalaciones de esa empresa a realizar el corte del servicio. 
Como respuesta a lo anterior, dice la parte accionada que la empresa accionante tenía conocimiento de la apertura del pliego de cargos en su contra y a pesar de ello nunca se mostraron interesados en conocer sobre el proceso, muestra de ello es que a pesar de haber sido debidamente citados a que se notificaran personalmente del pliego de cargos en su contra, jamás lo hicieron, como tampoco lo hicieron con las demás citaciones en donde se les invitaba a notificarse de las decisiones adoptadas por Efigas en el asunto en su contra, prueba de ello es que las notificaciones por aviso que se les hicieron fueron devueltas por la empresa de correos con la nota de no reclamado.

Teniendo en cuenta todo lo dicho hasta el momento, debe decir la Sala que es cierto que en todo este asunto se evidencia descuido y desidia por parte de la empresa INCALUM S.A, pues a pesar de que sus representantes legales eran conscientes que estaban actuando de manera ilegal al conectar sus hornos industriales para la fundición de metales, de manera directa a la acometida de gas natural a fin de que el medidor no contara ese consumo y así pagar menos de lo que legalmente les correspondería; y que además se enteraron a tiempo, tal como lo dejan en evidencia las actas de reuniones previas a la apertura del pliego de cargos, que representantes de esa prestadora del servicio público de gas domiciliario sostuvieron con los representantes legales de Incalum, que deberían pagar alrededor de $2.400.000.000 por el combustible consumido y no pagado, entre los años 2010 a 2015, de acuerdo a los cálculos de Efigas
; jamás se volvieron a ocupar del tema después de esas reuniones, puesto que no se evidencia que en momento alguno, anterior al corte definitivo del servicio, se hubiesen acercado a la empresa de servicios públicos para averiguar por lo menos respecto de cómo pagar los dineros que le adeudaban.

A pesar de lo anterior, también evidencia este Juez Colegiado que la parte demandada vulneró el debido proceso de Incalum en cuanto al tema de las notificaciones tanto de la apertura del pliego de cargos como de la resolución por medio de la cual decidió dar por terminado el contrato suscrito entre las partes para la prestación del servicio de gas y además proceder a exigir el pago de los dineros adeudados. 

Esa afirmación encuentra su asidero en que si bien es claro que Efigas S.A., remitió citaciones para notificación personal y posteriormente por aviso a la parte demandada, no se evidencian las razones por las cuáles las mismas no fueron entregadas en las instalaciones de Incalum sino que al parecer, por lo dicho por la parte accionada, tales documentos fueron recibidos por la empresa de correos quien se quedó con ellos en sus oficinas y posteriormente los devolvió por no ser reclamados, sin que se evidencie que funcionarios de Efigas o de la empresa de mensajería 472 hubiese llamado a la demandante para recogerlos. 
De acuerdo a lo anterior, es evidente que la empresa de servicios públicos accionada no realizó, como era su deber, todos los esfuerzos necesarios para notificar a la accionante de las determinaciones tomadas en su contra, pues no cumplió con lo que establece la Ley 1437 de 2011 que en su artículo 68, citado paginas atrás, señala que se debe realizar la citación por el medio más expedito posible, para lo cual, quien tiene la obligación de citar para la notificación puede acudir al registro mercantil para obtener la información necesaria para garantizar que la parte afectada realmente comparezca.

En ese orden, Efigas S.A., tenía el deber de tratar de asegurarse de que la parte accionante se enterara efectivamente de las actuaciones seguidas en su contra, sin embargo, a pesar de contar con los medios para la obtención de la información, distinta  a la dirección, sobre la empresa Incalum, esto es correo electrónico y número telefónico y hasta página de internet, las cuales están consignadas en el registro mercantil de esa empresa (fl.17), no lo hizo y se limitó a enviar la citación por correo a pesar de ser consciente de que las mismas no eran entregadas por la empresa de correos en las instalaciones de la encartada, por hallarse ubicada en una zona semirural, a donde es de público conocimiento, los empleados de las empresas de correos no van. 
Así las cosas, más allá de la procedencia de la acción de tutela para atacar y controvertir la decisión de terminación unilateral del contrato de prestación del servicio de gas domiciliario, adoptada por la empresa de servicios públicos Efigas S.A. E.S.P., respecto de la empresa INCALUM S.A.S., lo que se evidencia dentro del presente asunto es que existió por parte de la prestadora del servicio de gas domiciliario, una violación al debido proceso de la parte afectada con la decisión y por ende es deber de la judicatura entrar a proteger ese derecho.
En conclusión y por todo lo dicho hasta el momento, se revocará la decisión de primera instancia y en su lugar se tutelará el derecho fundamental al debido proceso de la parte accionante, sin embargo como la Sala no puede ser ajena a que los representantes legales de Incalum S.A.S., actuando deshonrosamente y a sabiendas de que lo que hacían era ilícito, permitieron que sus hornos fundidores fueran conectados de manera ilegal a las redes del gas domiciliario, y además de ello, al ser descubiertos fueron descuidados y desatentos frente al proceso que la empresa prestadora del servicio de gas abrió en su contra, la orden dada será única y exclusivamente para que se les notifique de manera personal y en debida forma el contenido y lo resuelto por la accionada en la resolución No. 01 del 26 de enero de 2016, lo que se deberá hacer citando para tal fin a la representante legal de la entidad accionada por un medio realmente eficaz y expedito, distinto a la remisión por correo terrestre, esto es vía telefónica o electrónica, usando para ello la información aportada para notificaciones en el libelo de tutela. Tal cosa, deberá realizarse dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta decisión. Aunado a ello, se ordenará que por Secretaría de esta Sala se compulsen copias a la Fiscalía General de la Nación, a fin de que ese ente investigador analice los dichos de la parte accionante en cuanto a las presuntas irregularidades y alteraciones evidenciadas por ella en las facturas de cobro que Efigas S.A. E.S.P. le entregara para el cobro del servicio que le presta.  
Como con lo dicho en el párrafo anterior, se entiende implícitamente que la resolución en mención pierde su ejecutoria, la consecuencia directa de ello es que Efigas S.A. E.S.P., deberá continuar prestando y cobrando el servicio de gas domiciliario a Incalum S.A.S., de manera normal hasta tanto la determinación de dar por terminado el contrato suscrito entre las partes quede en firme.

Por otra parte, quiere este Juez Colegiado instar a las partes a que busquen fórmulas de arreglo y negociación para que Incalum S.A.S. pueda realizar el pago de la deuda que tiene con Efigas S.A. E.S.P., por el gas que consumió y no canceló gracias a la acometida ilegal que hizo para el funcionamiento de algunos de sus hornos de fundición.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada el 1º de julio de 2016 por el Juez Primero Penal del Circuito local por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso administrativo de la empresa INDUSTRIA COLOMBIANA DE ALUMINIOS –INCALUM- S.A.S., en contra de EFIGAS S.A. E.S.P., por lo dicho en precedencia.  

TERCERO: ORDENAR a EFIGAS S.A. E.S.P. que proceda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión, a citar de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión, a la representante legal de INCALUM S.A.S., para que de manera inmediata se presente en sus instalaciones a notificarse personalmente de las determinaciones adoptadas en su contra mediante la resolución No. 01 del 26 de enero de 2016.
CUARTO: DISPONER que ya que la mencionada resolución no se encuentra en firme, EFIGAS S.A. E.S.P., deberá continuar prestando el servicio de gas domiciliario a la accionante hasta tanto la decisión de dar por terminado el contrato para la prestación de ese servicio quede en firme. 

QUINTO: ORDENAR que por Secretaría de esta Sala se compulsen copias a la OFINA DE ASIGNACIONES DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN SECCIONAL RISARALDA, a fin de que ese ente investigador analice los dichos de la parte accionante en cuanto a las presuntas irregularidades y alteraciones evidenciadas por ella en las facturas de cobro que Efigas S.A. E.S.P. le entregara para el cobro del servicio que le presta.   
SEXTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, sentencia T-404 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Folios 71 y 72 del cuaderno de tutela. 
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